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TUTELA CONTRA FUNCIONARIO O CORPORACIÓN JUDICIAL – COMPETENCIA DEL SUPERIOR FUNCIONAL. “[E]el superior funcional del juzgado accionado es el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, al que compete, entonces, conocer del asunto de acuerdo con la norma atrás transcrita. Así las cosas, como no es esta Sala competente para conocer de la acción instaurada, se ordenará remitir las diligencias a la Oficina Judicial de Reparto de esta ciudad, para que sea sorteada entre los Magistrados que integran aquella corporación.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, marzo treinta y uno (31) de dos mil diecisiete (2017)


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00309-00

1. El señor Javier Elías Arias Idárraga interpuso acción de tutela contra el Juzgado Segundo Administrativo de Pereira.

Pretende, para proteger sus garantías fundamentales, se ordene a ese despacho admitir la acción popular radicada bajo el No. “2017-68”, que formuló.

2. Dice el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000: “Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado...”
En este sentido, el superior funcional del juzgado accionado es el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, al que compete, entonces, conocer del asunto de acuerdo con la norma atrás transcrita.
Así las cosas, como no es esta Sala competente para conocer de la acción instaurada, se ordenará remitir las diligencias a la Oficina Judicial de Reparto de esta ciudad, para que sea sorteada entre los Magistrados que integran aquella corporación.

3. Lo anterior, para evitar futuras nulidades, teniendo en cuenta que la Corte Suprema de Justicia, en relación con la competencia funcional para conocer de acciones de tutela contra autoridades judiciales, ha dicho:

“… dicha autoridad podrá conocer de los procesos laborales que se sigan contra un municipio, tal y como ocurrió en el caso sometido a consideración (fl. 67, cdno. 1), cuestión que lleva a concluir, indefectiblemente, en los términos del inciso 1º del numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 (…) la instancia judicial competente para conocer en primera instancia del presente trámite de tutela es la Sala Laboral del Tribunal Superior de Antioquia, más no su homóloga en las especialidades civil y de familia, quien desprevenidamente, avocó el conocimiento del mismo. 

2. En consecuencia, la presente actuación se encuentra viciada de nulidad por falta de competencia funcional, vicio insaneable de acuerdo con el inciso primero del artículo 138 del Código General del Proceso, aplicable a los procesos de tutela por remisión del artículo 4° del Decreto 306 de 1992, la que es menester declarar a partir de la sentencia de primera instancia, sin perjuicio de la validez de las pruebas recaudadas, por lo que se ordenará remitir el expediente a la Sala Laboral del aludido Tribunal , para que reasuma la actuación en primera instancia y, proceda a dictar el fallo que en derecho corresponda.”
.

8. Esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009, proferido por la Corte Constitucional, que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1º Declararse incompetente para conocer de la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Administrativo de Pereira.

2º Remítanse las diligencias a la Oficina de Administración Judicial para que sea repartida entre los Magistrados que integran el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda.

3º Notifíquese esta decisión al demandante por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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